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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
MP- NELCY VARGAS TOVAR 

Expediente: 50001-33-33-000-2020-00898-00 Actor: MARIA MAGNOLIA PIEDRAHITA
Demandado: LA NACION - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL
Naturaleza: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

ATENTAMENTE REMITO CONTESTACION DE LA DEMANDA DENTRO DEL PROCESO DE LA REFERENCIA
MEDIANTE ARCHIVO ANEXO.
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Señores: 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 
MP- NELCY VARGAS TOVAR  
E.  S.  D. 
 
 

Expediente:   50001-33-33-000-2020-00898-00 

Actor:   MARIA MAGNOLIA PIEDRAHITA 

Demandado:  LA NACION - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 
NACIONAL 

Naturaleza: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
 
ROSA ESPERANZA PINEDA CUBIDES, identificada con cédula de ciudadanía No. 
52.536.045 de Bogotá, portadora de la Tarjeta Profesional No.125.893 del Consejo 
Superior de la Judicatura, obrando como apoderada LA NACION – MINISTERIO 
DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, dentro del término de Ley, doy 
contestación a la demanda de la referencia, así: 
 

HECHOS 

 
PRIMERO: ES PARCIALMENTE CIERTO. Me atengo al informe administrativo por 
muerte del señor WILMAR ALONSO URREGO PIEDRAHITA. Se anota que su 
vínculo era como soldado voluntario, y no como soldado profesional. 
 
SEGUNDO: ES CIERTO. Me atengo al informe administrativo por muerte del señor 
WILMAR ALONSO URREGO PIEDRAHITA. Se anota que su vínculo era como 
soldado voluntario, y no como soldado profesional. 
 
TERCERO: ES CIERTO. Me atengo al informe administrativo por muerte del señor 
WILMAR ALONSO URREGO PIEDRAHITA. Se anota que su vínculo era como 
soldado voluntario, y no como soldado profesional. 
 
CUARTO: ES CIERTO. Me atengo al contenido del derecho de petición de fecha 18 
de junio de 2019. 
 
QUINTO: NO ES UN HECHO, ES UNA APRECIACION SUBJETIVA DE LA 
PARTE ACTORA Y LA INTERPRETACION DE UNA NORMA. Como refiere la 
parte actora el vínculo que regía al señor WILMAR ALONSO URREGO 
PIEDRAHITA era de soldado voluntario, y en ese orden, no le es aplicable el 
Decreto 1211 de 1991, pues dicho régimen opera solo para oficiales y suboficiales.  
 
SEXTO: NO ES UN HECHO ES UNA APRECIACION SUBJETIVA DE LA PARTE 
ACTORA Y LA INTERPRETACION DE UNA NORMA. 
 
SEPTIMO: NO ES UN HECHO ES UNA APRECIACION SUBJETIVA DE LA 
PARTE ACTORA Y LA CITA DE UNA JURISPRUDENCIA. 
 
OCTAVO: NO ES UN HECHO ES UNA APRECIACION SUBJETIVA DE LA 
PARTE ACTORA Y LA INTERPRETACION DE UNA NORMA. 
 
NOVENO: NO ME CONSTA QUE SE PRUEBE. No me consta que exista una 

persona con mejor derecho, ni si el señor WILMAR ALONSO URREGO 
PIEDRAHITA  tuvo compañera permanente, conyugue o hijos. 
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A LAS PRETENSIONES 

 
A LA PRIMERA: Con relación a la declaratoria de nulidad del acto administrativo 

contenido en Resolución No. 3771 del 26 de julio de 2019, manifiesto que me 
opongo teniendo en cuenta que se trata de un acto administrativo que goza de 
presunción de legalidad que no ha sido desvirtuado, y que, de conformidad con la 
legislación para la fecha de los hechos, no procedía el reconocimiento de pensión 
de sobreviviente. Me opongo a que se profiera sentencia condenatoria ya que los 
actos administrativos demandados se encuentran ajustados a derecho, pues la 
negación a la pensión de sobreviviente solicitada por la parte actora, obedeció a la 
aplicación de la normatividad nacional vigente para el momento de su expedición. 
 
A LA SEGUNDA: Con relación a la declaratoria de nulidad del acto administrativo 
contenido en Resolución No 4727 del 4 de octubre de 2019, mediante la cual se 
confirmó la negación a la solicitud de pensión de sobreviviente, manifiesto que me 
opongo teniendo en cuenta que se trata de un acto administrativo que goza de 
presunción de legalidad que no han sido desvirtuado, y que, de conformidad con la 
legislación para la fecha de los hechos, no procedía el reconocimiento de pensión 
de sobreviviente. Me opongo a que se profiera sentencia condenatoria ya que los 
actos administrativos demandados se encuentran ajustados a derecho, pues la 
negación a la pensión de sobreviviente solicitada por la parte actora, obedeció a la 
aplicación de la normatividad nacional vigente para el momento de su expedición. 
 
 
A LA TERCERA: Consecuente con lo anterior, me opongo a que se reconozca la 
pensión de Sobreviviente a favor de la parte demandante. Me opongo a que se 
ordene el pago de la pensión de manera retroactiva- Aunado a lo anterior es de 
anotar que se encuentran prescritas varias mesadas pensionales. 
 
A LA CUARTA: Me opongo a que se ordene el pago de la pensión y por ende no 

procede la base de liquidación alegada por la parte actora, por lo tanto, no procede 
intereses moratorios ni indexación. 
 
A LA SEXTA: Me apongo a la condena en costas y agencias en derecho. 

 

RAZONES DE LA DEFENSA 

 
PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS Y 

APLICACIÓN DE UN REGIMEN ESPECIAL 
  
Le corresponde a quien impugna el acto administrativo demostrar la configuración 

de elementos que lo vicien, pues la presunción de legalidad de los actos 

administrativos, impone a quien los cuestiona, la carga de probar que el acto de que 

se trate, se encuentra viciado de ilegalidad, obligación que no fue asumida por el 

actor en el caso concreto. 

El caso concreto se centra en establecer si la señora MARIA MAGNOLIA 

PIEDRAHITA HENAO tiene derecho a que se le reconozca pensión de 

sobreviviente en calidad de madre del Soldado Voluntario WILMAR ALONSO 

URREGO PIEDRAHITA, quien falleció el día 29 de enero de 2002; operando para 

el caso concreto el Decreto 2728 de 1968 y el artículo 3 de la Ley 131 de 1985, 

norma de carácter especial y aplicable en el caso  concreto, y que disponían que 

para los soldados voluntarios no hay derecho a pensión de sobreviviente pasa sus 

beneficios legales, a favor únicamente se consolidad el derecho a una 

compensación por muerte, según lo dispone el artículo 8 del Decreto 2728 de 1968, 

la cual se aplicó en el caso concreto. 

 

“ARTÍCULO 8o. El Soldado o Grumete en servicio activo, que fallezca por 

causa de heridas o accidente aéreo en combate o por acción directa del 

enemigo, bien sea en conflicto internacional o en mantenimiento del orden 
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público, será ascendido en forma póstuma al grado de Cabo Segundo o 

Marinero y sus beneficiarios tendrán derecho al reconocimiento y pago de 

cuarenta y ocho (48) meses de los haberes correspondientes a dicho grado y 

el pago doble de la cesantía. A la muerte del Soldado o Grumete en servicio 

activo, causada por accidente en misión del servicio, sus beneficiarios 

tendrán derecho al reconocimiento y pago de treinta y seis (36) meses del 

sueldo básico que en todo tiempo corresponda a un Cabo Segundo o 

Marinero. 

A la muerte de un Soldado o Grumete en servicio activo o por causas 

diferentes a las enunciadas anteriores a sus beneficiarios tendrá derecho al 

reconocimiento y pago de veinticuatro (24) meses de sueldo básico que en 

todo tiempo corresponda a un Cabo Segundo o Marinero.” 

 

Que no se generó el derecho al reconocimiento de pensión a favor del señor 
Soldado Voluntario toda vez que el Decreto 2728 de 1968 no consagraba pensión 
con ocasión de la muerte de los soldados grumetes e infantes de las Fuerzas 
Militares de Colombia. 
 
No se debe aplicar el Decreto 1211 de 1990 pues la vinculación del señor Soldado 
Voluntario WILMAR ALONSO URREGO PIEDRAHITA (Q.E.P.D) fue como soldado 
voluntario y no como suboficial y por ende no pueden implicar un cambio de 
régimen especial. 
 
El ascenso póstumo se dio mediante Resolución No. 20133 del 12 de junio de 2002 
como una forma de honrar la memoria del soldado, pero no implica un cambio de 
régimen o de vinculación legal. 
 
No procede la aplicación de la Ley 100 de 1993, pues el artículo 279 de dicha ley, 
excluye de dicho régimen a los miembros de las Fuerzas Militares, lo cual ha sido 
declarado exequible por la Corte Constitucional.  
 
 
 

EL DERECHO A LA IGUALDAD Y LOS REGÍMENES ESPECIALES 
 
La Corte  Constitucional se ha pronunciado:  
 
“El derecho a la igualdad, consagrado en el artículo 13 de la Carta Política, es 
fundamental y consiste en el derecho que tiene toda persona a gozar de un mismo 
trato y protección por parte de las autoridades, así como a tener los mismos 
derechos, libertades y oportunidades, sin que pueda existir discriminación alguna 
por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica.” 
 
“El derecho a la igualdad se traduce en la identidad de trato que debe darse a 
aquellas personas que se encuentren en una misma situación de igualdad y en la 
divergencia de trato respecto de las que presenten características diferentesi. El 
legislador debe tratar con identidad a las personas que se encuentren en una 
misma situación fáctica y, por contera, dar un trato divergente a quienes se 
encuentren en situaciones diversas” 
 
“El anterior enunciado puede tener variables que por sí mismas no hacen que una 
norma sea discriminatoria. Así, el legislador puede dar un trato distinto a personas 
que, respecto de un cierto factor, se encuentren en un mismo plano de igualdad, 
pero que desde otra óptica fáctica o jurídica, sean en realidad desiguales. Así 
mismo, la igualdad no excluye la posibilidad de que se procure un tratamiento 
diferente para sujetos y hechos que se encuentren cobijados bajo una misma 
hipótesis, pero siempre y cuando exista una razón objetiva, suficiente y clara que lo 
justifiqueii. 
 
“En efecto, no existe trato discriminatorio cuando el legislador otorga un tratamiento 
diferente a situaciones que, en principio, podrían ser catalogadas como iguales, si 
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tal igualdad sólo es aparente o si existe una razón objetiva y razonable para facilitar 
el trato divergente. Para que se verifique un trato discriminatorio es necesario que 
esa diferenciación plasmada por el legislador sea odiosa y no responda a principios 
de razonabilidad y proporcionalidadiii. (Sentencia C-101 de 2003). 
 
Es así como la Fuerza Pública comporta un régimen salarial y prestacional de 
carácter especial para cuya disposición el legislador goza de libertad en cuanto a su 
configuración normativa, siempre y cuando respete los derechos y garantías 
mínimas consagradas en la Carta Política. 
 
Así, el literal e) del numeral 19 artículo 150 de la Carta prescribe: 
 

“Corresponde al Congreso, hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las 
siguientes funciones: 
“(…) 19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y 
criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 
“(…) e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de 
los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública.(…).” 
 

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-1095 de 2001, dejó señalado que la 
Constitución habilita a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional para tener un 
régimen especial en materia prestacional y de salud por la especialidad de las 
funciones que desempeñan, encaminadas a mantener “[l]as condiciones necesarias 
para la garantía del ejercicio de los derechos y libertades públicas, la defensa de la 
soberanía, independencia e integridad territorial –artículo 217 y 218 Superior”. 
 
Los regímenes especiales, entre los cuales se encuentra el de la Fuerza Pública, se 
caracterizan por otorgar unas condiciones diferentes al universo de personas que 
son destinatarios de la norma. En tales regímenes se admiten, incluso prestaciones 
inferiores a las que comporta el régimen general si ello se encuentra compensado 
de alguna manera en el mismo régimen. 
 
La estructura y organización que comportan las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional como integrantes de la Fuerza Pública (artículos 216 a 218 de la 
Constitución Nacional), de hecho conlleva un tratamiento diferenciado en el régimen 
salarial y prestacional que es propio de tales organismos que encuentra su 
justificación en el rango jerárquico que se ostenta, y en estrecha relación con este, 
a las funciones1 y tareas asignadas en la defensa de la soberanía o en el 
mantenimiento del orden público interno. 
 
Dentro del propio régimen especial pueden presentarse desigualdades de trato 
fundadas en la situación personal que cada servidor público adscrito a la Fuerza 
Pública tiene frente al Estado, pues así mismo, es el marco de sus 
responsabilidades y la diversificación de las tareas a él encomendadas. 
 
Es preciso concluir, entonces, que cada régimen especial, y cada prestación 
responde a la diferencia que surge de la relación laboral, de la entidad y de las 
funciones propias del cargo que se desempeña y, tales presupuestos son aplicables 
a los miembros de la Fuerza Pública respecto de su sistema prestacional.  
 
En conclusión, el hecho de existir regímenes diferentes, no implica necesariamente 

violación a normas constitucionales, por lo anterior, me opongo a que en el 

presente asunto se aplique el principio de favorabilidad, pues para que ella opere, 

se requiere dos normas jurídicas con un supuesto jurídico igual, del cual se deba 

aplicar la más favorable, supuesto que no se cumple en el caso concreto. 

 

Así las cosas, se puede señalar que en el presente asunto existe un supuesto 

fáctico especial ocurrido en tiempos diferentes y sometidos a regímenes jurídicos 

también distintos, sin que ello implique violación a normas constitucionales. 

                                                         
1 Sentencia C-676 de 2001. 
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Por lo anteriormente expuesto solicito se debe denegar las pretensiones de la 
demanda. 
 
 

PRESCRIPCION DE DERECHOS LABORALES 

 

La parte actora reclama que se reconozca la pensión de sobreviviente a partir del 

día siguiente a la muerte de Soldado Voluntario WILMAR ALONSO URREGO 

PIEDRAHITA (Q.E.P.D), esto es el, 29 de enero de 2002. 

 

 Sin embargo, para la fecha en que suspendieron los términos de prescripción con 

el derecho de petición que solicitó la pensión de sobreviviente se radicó el 18 de 

junio de 2019. 

 

Así las cosas, al actor se le debe aplicar la prescripción cuatrienal, de 

conformidad con el artículo 174 del decreto 1211 de 1990, que establece: 

 

ARTÍCULO 174. PRESCRIPCION. Los derechos consagrados 
en este Estatuto prescriben en cuatro (4) años, que se contarán 
desde la fecha en que se hicieron exigibles. El reclamo escrito 
recibido por autoridad competente sobre un derecho, interrumpe 
la prescripción, pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago 
de los valores reconocidos prescribe en dos (2) años contados a 
partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y 
pasarán a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. 

 

 

PRUEBAS 

 
DOCUMENTALES 
 
Teniendo en cuenta que la parte actora allego la carpeta del expediente 
prestacional derivado del acto administrativo demandado, atentamente solicito al 
señor Juez se tenga como prueba documental dentro del presente proceso, ya que 
corresponden al antecedente administrativo que reposa en la Entidad.  
 

ANEXOS 

 
Me permito aportar fotocopia de la Resolución No. 8615 del 24 de diciembre de 
2012, la facultad de notificarse y constituir apoderado en juicios como el presente. 
Igualmente allego el poder para actuar conferido por el Director de Asuntos 
Legales.  
 

NOTIFICACIONES 

 
A la parte demandante y a su Apoderado, en las direcciones que aparecen en el 
libelo incoatorio.  
 
La suscrita, en las instalaciones del Comando de la Cuarta División del Ejército 
Nacional con sede en el Cantón Militar de Apiay, vía a Puerto López. Correo 
roespi79@hotmail.com y correo electrónico 
notificaciones.villavicencio@mindefensa.gov.co.  
 
 
Atentamente 
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ROSA ESPERANZA PINEDA CUBIDES 

C.C. 52.536.045 de Bogotá 
T.P 125.893 del C.S. de la J 
 
                                                         

Sobre el tema de la igualdad se ha pronunciado la Corte en múltiples sentencias, entre las cuales se 

pueden consultar la T-597 del 15 de diciembre de 1993, C-461 del 12 de octubre de 1995, C-230 del 

13 de mayo de 1994 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
ii Al respecto se ha pronunciado la Corte en las sentencias C-445 del 4 de octubre de 1995 (M.P. 

Alejandro Martínez Caballero), C-590 del 7 de diciembre de 1995 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa) y 

T-173 del 29 de abril de 1996 (M.P. Carlos Gaviria Díaz). 
iii Ver, entre otras, las sentencias T-422 del 19 de junio de 1992 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y C-

022 del 23 de enero de 1996 (M.P. Carlos Gaviria Díaz). 
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REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR�S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 

Proyecto PD Sashenka Pinedo



FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia
Versión: 1 

Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 
bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21
FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 

mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional














